
 

 
 
 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO SESENTA Y UNO ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 

Bogotá D.C., once (11) de abril de dos mil veintitrés (2023) 
 
M. DE CONTROL:  Reparación directa    
RADICACIÓN:  11001-3343-061-2022-00100-00   
DEMANDANTE:    Juan Pablo Torres Gutiérrez y otros  
DEMANDADO:           Nación – Ministerio de Defensa - Policía Nacional.   
 

FIJA FECHA AUDIENCIA INICIAL 
 

Según lo dispuesto por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, es pertinente, en la 
presente etapa procesal, resolver las excepciones previas alegadas por las entidades 
accionadas en su correspondiente contestación de la demanda, previo a fijar fecha 
para la realización de la continuación de la audiencia inicial de que trata el Articulo 180 
de la Ley 1437 de 2011.  
 

CONSIDERACIONES 
 
Se estudiarán y resolverán las excepciones previas contempladas en el artículo 100 del 
C.G.P. y las de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta de legitimación 
en la causa y prescripción extintiva señaladas en el numeral 6º del artículo 180 del 
C.P.A.C.A.  
 
Revisado el trámite impartido al proceso se observa lo siguiente: 
 

Demandada 
Notificación por 

correo electrónico 

Vencimiento término 
de traslado de la 

demanda artículo 175 
del CPACA 

Contestación 

Nación – Ministerio 
de Defensa – Policía 

Nacional 

28 de junio de 
2022 

16 de agosto de 2022 
16 de agosto de 2022, 

-Sin excepciones 
previas 

 
Si bien en la contestación de la demanda el apoderado de la parte demandada propuso 
como excepción la genérica con el fin de que este despacho de manera oficiosa 
declare cualquier hecho que se encuentre debidamente demostrado y/o que 
constituya una excepción que favorezca a la entidad, es menester indicar que para el 
Despacho ello no constituye una excepción en estricto sentido, sino un exhorto al 
fallador para desarrollar su función de director del proceso, por lo que los argumentos 
de defensa serán objeto de estudio al definir de fondo el asunto de la controversia  
 
Ahora bien, aunque no hay excepciones previas por resolver, se aclara que el presente 
caso no continuará con sentencia anticipada, toda vez que conforme al artículo 42 de 
la Ley 2080 de 2021 que adicionó el artículo 182 A al CPACA, señaló́ en el literal b que 
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ésta se realizará cuando no haya que practicar pruebas y en este caso se solicitaron las 
siguientes: 
 

Parte Pruebas solicitadas 

Demandante Dictamen, Oficios, Testimonios 

 
Así las cosas, el Despacho fijará fecha para llevar a cabo la audiencia inicial de que trata 
el numeral 1 del artículo 179 y el artículo 180 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo para el 14 de junio de 2023 a las 
nueve de la mañana (09:00 a.m.), diligencia a la cual deberán ingresar mediante el link  
https://call.lifesizecloud.com/17823590.  
 
Finalmente es menester indicar que mediante memorial radicado el 27 de marzo de 
2023 el apoderado de la parte demandante allegó solicitud de amparo de pobreza en 
favor de Juan Pablo Torres Gutiérrez indicando que éste no cuenta con los recursos 
para atender los gastos del proceso salvo que se vea afectada su propia subsistencia. 
 
Igualmente señaló bajo juramento que se encuentra desempleado y se encuentra 
inscrito al régimen subsidiado de salud, y por ende no cuenta con los recursos 
suficientes para pagar la valoración de la Junta Regional de Calificación de Invalidez. 
 
Respecto al amparo de pobreza, los artículos 151 y siguientes del CGP disponen: 

 

“Artículo 151: Se concederá el amparo de pobreza a la persona que no se halle en capacidad 
de atender los gastos del proceso sin menoscabo de lo necesario para su propia 
subsistencia y la de las personas a quienes por ley debe alimentos, salvo cuando pretenda 
hacer valer un derecho litigioso a título oneroso. 

 
Artículo 152. El amparo podrá solicitarse por el presunto demandante antes de la 
presentación de la demanda, o por cualquiera de las partes durante el curso del proceso. 
 
El solicitante deberá afirmar bajo juramento que se encuentra en las condiciones previstas 
en el artículo precedente, y si se trata de demandante que actúe por medio de apoderado, 
deberá formular al mismo tiempo la demanda en escrito separado. 
 
Cuando se trate de demandado o persona citada o emplazada para que concurra al 
proceso, que actúe por medio de apoderado, y el término para contestar la demanda o 
comparecer no haya vencido, el solicitante deberá presentar, simultáneamente la 
contestación de aquella, el escrito de intervención y la solicitud de amparo, si fuere el caso 
de designarle apoderado, el término para contestar la demanda o para comparecer se 
suspenderá hasta cuando este acepte el encargo (…)” 

 

“Artículo 154. El amparado por pobre no estará obligado a prestar cauciones procesales ni 

a pagar expensas, honorarios de auxiliares de la justicia u otros gastos de la actuación, y no 

será condenado en costas. 

 

En la providencia que conceda el amparo el juez designará el apoderado que represente en 

el proceso al amparado, en la forma prevista para los curadores ad lítem, salvo que aquel 

lo haya designado por su cuenta. 

 

El cargo de apoderado será de forzoso desempeño y el designado deberá manifestar su 

https://call.lifesizecloud.com/17823590
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aceptación o presentar prueba del motivo que justifique su rechazo, dentro de los tres (3) 
días siguientes a la comunicación de la designación; si no lo hiciere, incurrirá en falta a la 
debida diligencia profesional, será excluido de toda lista en la que sea requisito ser abogado 
y sancionado con multa de cinco (5) a diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes 
(smlmv). 
 
Si el apoderado no reside en el lugar donde deba tramitarse la segunda instancia o el 
recurso de casación, el funcionario correspondiente procederá en la forma prevista en este 
artículo a designar el que deba sustituirlo. 
 
Están impedidos para apoderar al amparado los abogados que se encuentren, en relación 
con el amparado o con la parte contraria, en alguno de los casos de impedimento de los 
jueces. El impedimento deberá manifestarse dentro de los tres (3) días siguientes a la 
comunicación de la designación. 
 
Salvo que el juez rechace la solicitud de amparo, su presentación antes de la demanda 
interrumpe la prescripción que corría contra quien la formula e impide que ocurra la 
caducidad, siempre que la demanda se presente dentro de los treinta (30) días siguientes 
a la aceptación del apoderado que el juez designe y se cumpla lo dispuesto en el artículo 94. 
 
El amparado gozará de los beneficios que este artículo consagra, desde la presentación de 
la solicitud.” 

 

De acuerdo con las normas transcritas, se tiene que el amparo de pobreza es una figura 
legal que permite garantizar el acceso a la administración de justicia de aquellas 
personas que por sus condiciones económicas no se encuentran en capacidad de 
sufragar los costos de un proceso judicial. 
 
Al respecto de la oportunidad, este despacho comparte la posición de la Corte 
Suprema de Justicia, en casos como el actual en donde se actúa mediante apoderado, 
en el sentido de que en cualquier momento se puede presentar este tipo de 
solicitudes. En la sentencia se dijo: 
 

“3.1. En efecto, el problema jurídico planteado en esta oportunidad consiste en determinar 
si el artículo 152 del Código General del Proceso -que regula la oportunidad, competencia y 
requisitos para la presentación de la solicitud de amparo de pobreza-, establece o no un 
límite temporal para que la parte demandante en un asunto requiera dicho 
reconocimiento, habida cuenta que dispone: “El amparo podrá solicitarse por el presunto 
demandante antes de la presentación de la demanda, o por cualquiera de las partes 
durante el curso del proceso. El solicitante deberá afirmar bajo juramento que se encuentra 
en las condiciones previstas en el artículo precedente, y si se trata de demandante que 
actúe por medio de apoderado, deberá formular al mismo tiempo la demanda en escrito 
separado”. 
  
En primer lugar, si bien es cierto que en pronunciamientos anteriores la Sala había 
entendido como razonable la interpretación, según la cual, cuando se trataba del extremo 
convocante existía un límite temporal (“podrá solicitarse por el presunto demandante 
antes de la presentación de la demanda”) para la formulación de la petición, lo cierto es 
que esa postura admite una lectura constitucional que permite afirmar que la norma en 
mención no prevé una diferenciación entre las partes del proceso, en relación con la 
oportunidad para solicitar el precitado amparo. Ello, atendiendo al contenido expreso de 
la disposición, y a la salvaguarda de los derechos constitucionales de acceso a la 
administración de justicia -tutela judicial efectiva- y debido proceso -en sus modalidades de 
defensa y contradicción-. 
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En ese sentido, esta Corporación estima necesario resaltar que, según lo estatuido en el 
artículo 151 ibídem, la precitada figura tiene la finalidad de beneficiar a “(…) la persona que 
no se halle en capacidad de atender los gastos del proceso sin menoscabo de lo necesario 
para su propia subsistencia y la de las personas a quienes por ley debe alimentos, salvo 
cuando pretenda hacer valer un derecho litigioso a título oneroso”; aspecto que guarda 
intrínseca relación con el postulado 229 de la Constitución, de acuerdo con el cual: “Se 
garantiza el derecho de toda persona para acceder a la administración de justicia”, en 
observancia de los artículos 13 y 29 ídem, que indican que se debe garantizar la igualdad 
ante la ley y el debido proceso, tanto en las actuaciones judiciales como administrativas. 
  
Lo anterior, comoquiera que el amparo de pobreza constituye una garantía real y efectiva 
para que los ciudadanos que no cuenten con la solvencia económica para sufragar los 
gastos propios del proceso no vean cercenadas sus posibilidades de acceder a la 
administración judicial -con todo lo que ello implica-; pues, en palabras de la Corte 
Constitucional, esta prerrogativa presupone, por lo menos, las siguientes tres obligaciones: 
  
“El derecho a la administración de justicia ha sido definido por la jurisprudencia 
constitucional como la posibilidad reconocida a todas las personas residentes en Colombia 
de poder acudir en condiciones de igualdad ante los jueces y tribunales de justicia, para 
propugnar por la integridad del orden jurídico y por la debida protección o el 
restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos, con estricta sujeción a los 
procedimientos previamente establecidos y con plena observancia de las garantías 
sustanciales y procedimentales previstas en las leyes. 
  
Aquella prerrogativa de la que gozan las personas, naturales o jurídicas, de exigir justicia, 
impone a las autoridades públicas, como titulares del poder coercitivo del Estado y 
garantes de todos los derechos ciudadanos, distintas obligaciones para que dicho servicio 
público y derecho sea real y efectivo. 
  
En general, las obligaciones que los estados tienen respecto de sus habitantes pueden 
dividirse en tres categorías, a saber: las obligaciones de respetar, de proteger y de realizar 
los derechos humanos. 
  
Con base en esta clasificación, a continuación se determinará el contenido del derecho 
fundamental a la administración de justicia. En primer lugar, la obligación de respetar el 
derecho a la administración de justicia implica el compromiso del Estado de abstenerse de 
adoptar medidas que tengan por resultado impedir o dificultar el acceso a la justicia o su 
realización. Asimismo, conlleva el deber de inhibirse de tomar medidas discriminatorias, 
basadas en criterios tales como el género, la nacionalidad y la casta. 
  
En segundo lugar, la obligación de proteger requiere que el Estado adopte medidas para 
impedir que terceros interfieran u obstaculicen el acceso a la administración de justicia del 
titular del derecho. 
  
En tercer lugar, la obligación de realizar implica el deber del Estado de (i) facilitar las 
condiciones para el disfrute del derecho y, (ii) hacer efectivo el goce del derecho. Facilitar 
el derecho a la administración de justicia conlleva la adopción de normas y medidas que 
garanticen que todas las personas, sin distinción, tengan la posibilidad de ser parte en un 
proceso y de utilizar los instrumentos que la normativa proporciona para formular sus 
pretensiones” (C.C., sent. T-283, 16 may. 2013; C-426, 29 may. 2002, entre otras). 
  
Bajo esta perspectiva, el acceso a la administración de justicia no solo debe ser entendido 
en su dimensión formal -relacionada con la posibilidad de hacerse parte en un proceso-, 
sino en su concepción material, que conlleva implícita la posibilidad de ejercer los medios 
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de defensa propios de cada asunto en condiciones de igualdad con las demás partes e 
intervinientes, sin distinción o diferenciación alguna con base en criterios equívocos. 
  
En línea con lo dicho en precedencia, se tiene, entonces, que avalar la interpretación 
restrictiva de la norma, según la cual el demandante solo puede pedir el amparo de pobreza 
“antes de la presentación de la demanda”, no concuerda con lo expuesto, ni con la segunda 
parte del mismo enunciado, conforme con la cual “cualquiera de las partes [podrá 
solicitarla] durante el curso del proceso”, habida cuenta que claro es que el extremo activo 
también es una de las “partes” a las que se refiere el artículo; de modo que no tiene 
fundamento constitucional admisible que los demás sujetos procesales puedan requerir el 
mencionado reconocimiento en cualquier etapa del trámite, pero que quien promovió la 
causa vea limitada dicha prerrogativa si no la ejerció con la radicación del escrito inicial».1 

 
No obstante, este despacho encuentra que la parte actora está conformada por varias 
personas frente a las cuales no se acredita el cumplimiento de las exigencias para 
acceder al amparo de pobreza, siendo todos finalmente solidarios frente a los gastos 
y expensas derivadas de la prueba que en común solicitan.  
 
Así que, no se puede perder de vista que la parte actora está conformada por cuatro 
personas diferentes, por lo que la imposibilidad económica de sufragar los gastos 
debió ser manifestada por cada uno de ellos, situación que no ocurrió en este caso 
pues el amparo de pobreza si bien lo hizo el apoderado de toda la parte actora, este 
fue solicitado y motivado únicamente con base en el señor Juan Pablo Torres 
Gutiérrez. 
 
En consecuencia, el Juzgado Sesenta y Uno Administrativo del Circuito Judicial de 
Bogotá,  

 
RESUELVE 

 
PRIMERO: NEGAR el amparo de pobreza solicitado por la parte actora, de conformidad 
con lo antes expuesto 
 
SEGUNDO: Fijar audiencia inicial de que trata el artículo 180 del CPACA para el 14 de 
junio de 2023 a las nueve de la mañana (09:00 a.m.), diligencia a la cual deberán 
ingresar mediante el link  https://call.lifesizecloud.com/17823590.  
 
Parágrafo 1. Mediante este auto se ordena a las partes informar mediante memorial 
en el término de tres días hábiles, tras la emisión de este auto, la dirección de correo 
electrónico personal y el celular del facultativo que los va a representar a la audiencia, 
así como el de los testigos, partes, peritos y demás intervinientes solicitados en su 
petición de pruebas.  
 
Parágrafo 2. Para ejecutar una prueba de audio y sonido se le requiere a las partes y 
demás intervinientes que se conecten cinco minutos antes de la audiencia en el enlace 
referido.  
 

 

1 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, T 2300122140002019-00180-01, 20 de 

febrero de 2020 

https://call.lifesizecloud.com/17823590
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Parágrafo 3. En el abonado telefónico 3052627280, correspondiente al celular de este 
Juzgado para audiencias, debe anexarse el día de la diligencia copia de los documentos 
de identificación de los intervinientes y constancia de la decisión del Comité́ de 
Conciliación, vía WhatsApp.  
 
TERCERO: La asistencia de los apoderados de las partes es obligatoria de conformidad 
con lo dispuesto en el numeral 2° del artículo 180 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  
 
CUARTO: Las partes deberán adelantar los trámites administrativos correspondientes 
para presentar la fórmula de arreglo con los requisitos legales pertinentes que 
legitimen tal decisión ante este Despacho.  
 
QUINTO: Requerir a las partes y a todos los intervinientes para que atiendan lo 
dispuesto en el artículo 3 del Decreto 806 de 2020 y por ende envíen todas las 
comunicaciones y oficios en formato PDF OCR al correo electrónico para radicación de 
memoriales de los juzgados administrativos 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, indicándose que es remitido al JUZGADO 
61 ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ, anunciando el número del proceso de referencia (23 
dígitos), las partes del proceso (demandante y demandado) y el asunto. El documento 
anexo máximo de 5000 KB. Si supera este peso debe incluirse el enlace compartido 
del drive del usuario, el cual estará́ sometido a la responsabilidad de este.  
 
Copia de estos estos documentos debe enviarse al correo de la contraparte y al de la 
señora procuradora zmladino@procuraduria.gov.co, según los datos aquí́ informados 
o a los que sean señalados mediante memorial.  
 
Parágrafo. Este requerimiento se realiza so pena de las sanciones del artículo 44 del 
CGP.  
 
SEXTO: Previo a reconocer personería al abogado Edwin Saul Aparicio Suarez como 
apoderado de la parte demandada, se le requiere para que allegue hasta antes de la 
fecha de practica de audiencia inicial los anexos del poder otorgado por el señor Pablo 
Antonio Criollo Rey.  
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

EDITH ALARCÓN BERNAL 
JUEZA 

JDMC 

 

 

 

 

 

   

 

JUZGADO SESENTA Y UNO     
ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ 
Sección Tercera 

 
NOTIFICACIÓN 

 
La anterior providencia emitida el 11 de abril de 2023, fue notificada en el 
ESTADO No. 10 del 12 de abril de 2023. 
 

Sandra Natalia Pepinosa Bueno 
Secretaria 
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